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testigo, exenta de sospechas en cuanto prueba, fue
exculpatoria.

La conclusión a la que ha de llegarse en orden a
determinar si ha existido prueba de cargo suficiente para
enervar la presunción de inocencia es, en primer lugar,
que ha existido la declaración de un coimputado, acom-
pañada por la de otro, en las que ambos incriminan
a un tercero, el recurrente de amparo. En segundo tér-
mino, y aun dejando al margen que tales declaraciones
fueron luego rectificadas en el juicio oral, la Sentencia
condenatoria de la Audiencia Provincial no aporta ningún
otro concreto hecho o circunstancia susceptible de servir
de corroboración a lo declarado por los Sres. Vila Veiga
y Fernández Cortón en lo que respecta a la participación
del Sr. Ortega Gómez en el tráfico de drogas del que
fue acusado. Por lo que ha de entenderse, en definitiva,
que en el presente caso no ha existido prueba de cargo
suficiente para la condena del recurrente y, por tanto,
no ha sido desvirtuada la presunción de inocencia del
mismo. Concedido el amparo por este motivo, no resulta
necesario enjuiciar la queja relativa a una presunta vul-
neración del derecho a la doble instancia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar parcialmente el recurso de amparo interpues-
to por don Jaime Ortega Gómez y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho del
recurrente a la presunción de inocencia.

2.o Restablecerle en el citado derecho, para lo cual
se anula la Sentencia 283/1995, de la Audiencia Pro-
vincial de Lugo, dictada el 11 de julio de 1995, en el
procedimiento abreviado 56/94 seguido por un delito
contra la salud pública, exclusivamente respecto del
recurrente de amparo. Y se anula, asimismo, el Auto
1805/1996 de la Sala Segunda del Tribunal Supremo,
de 6 de noviembre de 1996, que inadmitió el recurso
de casación formulado contra la mencionada Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de marzo de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

8409 Sala primera. Sentencia 73/2001, de 26 de mar-
zo de 2001. Recurso de amparo 348/97. Pro-
movido por don Francisco Peñalver Vázquez res-
pecto a la Sentencia de la Audiencia Provincial
de Córdoba que, en grado de apelación, confirmó
la desestimación de su demanda en reclamación
de cantidad por un accidente de tráfico.

Vulneración del derecho a la prueba: Senten-
cia civil que desestima un recurso de ape-
lación sin practicar la prueba admitida en el
juicio verbal de instancia, consistente en el
testimonio de las diligencias penales previas,
y que no fue practicada.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,

don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 348/97, promovido
por don Francisco Peñalver Vázquez, representado por
la Procuradora doña Isabel Juliá Corujo y asistido por
el Abogado don Enrique Orizaola Paz, contra la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Córdoba, de 30 de diciem-
bre de 1996, que confirma en apelación la dictada por
el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Lucena, en
autos de juicio verbal. Han intervenido el Ministerio Fiscal
y el Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado
don Fernando Garrido Falla, quien expresa el parecer
de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 30 de enero de 1997, doña Isabel Juliá Corujo, en
nombre y representación de don Francisco Peñalver Váz-
quez, interpuso recurso de amparo contra la Sentencia
de la Audiencia Provincial de Córdoba, de 30 de diciem-
bre de 1996, que confirma en apelación la dictada por
el Juzgado de Primera Instancia de Lucena, en autos
de juicio verbal civil núm. 117/95.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) Con fecha 25 de febrero de 1993, el Sr. Peñalver
Vázquez sufrió un accidente de tráfico al chocar su ve-
hículo contra otro. La Guardia Civil se personó en el
lugar de los hechos y levantó el correspondiente ates-
tado. Se incoaron diligencias previas (núm. 268/93) ante
el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Lucena. Recayó
Auto de archivo, al no considerarse los hechos cons-
titutivos de una infracción penal.

b) El ahora recurrente formuló demanda, por los trá-
mites de juicio verbal, en reclamación de cantidad contra
la Sociedad Andaluza de Seguros, don Juan Antonio
Ortiz Ordóñez y el Consorcio de Compensación de Segu-
ros. Posteriormente, desistió de sus pretensiones con
respecto a los dos primeros ampliándolas frente al Con-
sorcio de Compensación de Seguros.

c) El día del juicio verbal civil, el Sr. Peñalver Vázquez
propuso, como medio de prueba, que se pidiera tes-
timonio de todo lo actuado en las diligencias previas
(en las que constaba la declaración del conductor del
vehículo contrario y el croquis levantado por la Guardia
Civil), lo que fue declarado pertinente por el Juzgado
que, para su práctica, acordó lo siguiente: «se da por
reproducida la documental preconstituida y expídase tes-
timonio de lo actuado en las diligencias previas núm.
268/93» (ello no obstante, en las actuaciones solici-
tadas, no consta dicho testimonio).

d) Mediante Sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 1 de Lucena, de 6 de septiembre de 1996,
se desestiman las pretensiones del demandante, por no
haber quedado acreditadas, en virtud del siguiente
razonamiento:

«En el caso de autos, los únicos datos que tene-
mos acerca del modo de ocurrir los hechos, es
la versión que de los mismos ha dado el actor en
su escrito de demanda. No contamos por el con-
trario con la versión del otro conductor, ya que
fue inicialmente demandado, pero con posteriori-
dad a la vista del nuevo paradero del mismo, según
su padre, en Inglaterra, en el domicilio que consta
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en la causa, por la actora se desistió de la demanda
en relación al mismo ... Por tanto, ni parece estar
acreditado sin más el modo de ocurrir los hechos,
ni tampoco la culpa del conductor contrario; por
lo que la petición de la demanda no puede
prosperar».

e) En apelación, el ahora recurrente solicitó por otro-
sí el recibimiento del pleito a prueba consistente en que
se expidiera testimonio de todo lo actuado en las dili-
gencias previas núm. 268/93 «... para el supuesto de
que no conste incorporado en los presentes autos de
juicio verbal el testimonio solicitado por esta parte y
acordado por el Juzgado tal y como consta en el acta
del juicio verbal...».

f) Sin dar respuesta a esta solicitud, la Audiencia
Provincial de Córdoba dictó Sentencia, de 30 de diciem-
bre de 1997, confirmatoria de la anterior, por no existir
«en las actuaciones pruebas claras y contundentes que
acrediten que la colisión se debió a culpa o negligencia
de la parte contraria...».

3. En la demanda de amparo se invoca como vul-
nerado el art. 24.1 CE, en relación con el art. 24.2, por
vulneración del derecho a la prueba causante de inde-
fensión, por no haberse tenido en cuenta en el proceso
civil la prueba solicitada por la parte, declarada pertinente
por el órgano judicial y relevante para la decisión del
proceso.

Las resoluciones impugnadas han sustentado su fallo,
en efecto, en la falta de acreditación de las pretensiones
del actor, haciéndose abstracción de que éste había soli-
citado la práctica de una prueba esencial al efecto -ex-
pedición del testimonio de las diligencias previas núm.
268/93, conteniendo declaración del conductor del otro
vehículo y el croquis del accidente- que, si bien fue admi-
tida, no se llegó a practicar en la instancia; y, en ape-
lación, el Tribunal «ad quem» no se pronunció sobre
su admisión.

El demandante solicita que, estimándose el amparo
solicitado, se declare la nulidad de las resoluciones
impugnadas, con retroacción de actuaciones al momen-
to previo a la decisión, en apelación, sobre la admisión
de la solicitud de práctica en segunda instancia de la
prueba admitida, y no practicada, en la instancia.

4. Por providencia de 28 de octubre de 1997 de
la Sección Segunda de este Tribunal, se tienen por reci-
bidos los testimonios de actuaciones remitidos por la
Sección Primera de la Audiencia Provincial de Córdoba
y por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Lucena;
se acuerda admitir a trámite la demanda de amparo y,
a tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, requerir aten-
tamente al mencionado Juzgado para que, en el plazo
de diez días, se emplazase a quienes fueron parte en
el juicio verbal núm. 117/95, con excepción del recurren-
te de amparo, para que, en el plazo de diez días, pudiesen
comparecer en este proceso constitucional.

5. Por providencia de 26 de enero de 1998, la Sec-
ción Segunda tiene al Abogado del Estado por personado
y parte en nombre de la representación que ostenta y,
a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, acuerda
dar vista de todas las actuaciones al Ministerio Fiscal,
Abogado del Estado y Procuradora Sra. Juliá Corujo, por
un plazo común de veinte días, para presentar las ale-
gaciones que a su derecho conviniese.

6. La representación procesal del recurrente formu-
ló sus alegaciones por escrito registrado en este Tribunal
el día 9 de febrero de 1998, en el que, tras insistir en
los razonamientos ya expuestos en la demanda, se supli-
ca de este Tribunal que se dicte Sentencia estimatoria
del amparo solicitado.

7. El Abogado del Estado, en representación del
Consorcio de Compensación de Seguros, formula su ale-

gato mediante escrito registrado en este Tribunal el día
16 de febrero de 1998, solicitando la desestimación
del amparo.

Considera el Abogado del Estado que no se ha infrin-
gido el derecho a la prueba en relación con el derecho
a no padecer indefensión por no poder estimarse irro-
gado un perjuicio material y efectivo para el derecho
de defensa de la parte demandante que sea imputable
al Juzgado o a la Audiencia. En síntesis, sostiene el repre-
sentante procesal del Consorcio: o bien la prueba docu-
mental omitida era fundamental y entonces debió haber-
se aportado con la demanda civil sin que la posterior
aportación en período de prueba pudiera sanar la infrac-
ción por parte de la actora del art. 504 LEC; o bien
la prueba documental no practicada no era fundamental
sino accesoria y, por tanto, podía aportarse en el período
probatorio pero entonces —por accesoria y complemen-
taria— no podía otorgársele trascendencia para la deci-
sión. En ningún caso se habría irrogado perjuicio material
y efectivo para la defensa imputable al órgano judicial.
Y, por tanto, se opte por una u otra interpretación, el
amparo debe denegarse.

8. El Ministerio Fiscal formula alegaciones mediante
escrito registrado el día 25 de febrero de 1998, inte-
resando del Tribunal que se dicte Sentencia estimatoria
del amparo solicitado.

Partiendo de la doctrina constitucional relativa al dere-
cho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la
defensa (SSTC 80/1986, 147/1987 y 50/1988) con-
cluye el Fiscal que, en el presente caso, del razonamiento
que el Juez emplea para fundamentar la decisión deses-
timatoria de la demanda se desprende ya claramente
la relevancia que la prueba, admitida y declarada per-
tinente, pero no ejecutada, ha tenido para la decisión
adoptada («... Los únicos datos que tenemos acerca del
modo de ocurrir los hechos es la versión que de los
mismos había dado el actor en su escrito de demanda»:
FJ 2, párrafo 4). Para el Fiscal, con independencia de
su concreta valoración judicial, la prueba podía haber
cambiado la decisión del Juez en el sentido de estimar
la demanda.

9. Por providencia de 22 de marzo de 2001 se seña-
ló para deliberación y votación de la presente Sentencia
el día 26 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se dirige contra
la Sentencia de la Audiencia Provincial de Córdoba, de 30
de diciembre de 1996, que confirma en apelación la
dictada por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de
Lucena (Córdoba), con fecha 6 de septiembre de 1996,
en autos de juicio verbal civil núm. 117/95, que deses-
tima reclamación de cantidad por daños ocasionados
con motivo de accidente de circulación de vehículos a
motor, por falta de prueba que sustente la versión de
los hechos expuesta por la actora.

En la medida en que la desestimación de la demanda
dice haberse sustentado en la falta de actividad pro-
batoria, el ahora recurrente denuncia una vulneración
del art. 24.1 en relación con el art. 24.2 CE, por cuanto
la falta de prueba determinante para la defensa de su
pretensión únicamente a los órganos judiciales es impu-
table, atendido que, solicitada y admitida, en primera
instancia no fue practicada y, reiterada en apelación la
solicitud, recayó el fallo sin llegar la Audiencia a pro-
nunciarse sobre su admisión.

A ello se opone, por parte de la representación pro-
cesal del Consorcio de Compensación de Seguros, que
la falta de prueba no se ha de imputar sino al propio
demandante. Por su parte, el Fiscal defiende la estima-
ción del amparo por cuanto la falta de prueba en el
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proceso civil se debe a una omisión de los órganos
judiciales.

Se trata, pues, de dilucidar si al sustentarse la deses-
timación de la demanda en la falta de prueba de los
hechos, no obstante concurrir las circunstancias ya
expuestas, las resoluciones impugnadas han podido cau-
sar indefensión al recurrente por vulneración del derecho
a la prueba.

2. A propósito de la invocación conjunta de los apar-
tados primero y segundo del art. 24 CE, se impone recor-
dar que «si bien es en el art. 24.2 de la Constitución
donde se reconoce el derecho a utilizar los medios de
prueba pertinentes para la defensa, de ello no se deriva
necesariamente «que la temática probatoria no pueda
estar afectada ni protegida, dentro del derecho a la tutela
judicial efectiva, por el párrafo primero del art. 24 de
la Constitución» (STC 89/1986)» (STC 50/1988, de 22
de marzo, FJ 3).

Conforme a doctrina reiterada de este Tribunal, el
derecho fundamental a utilizar los medios de prueba
pertinentes que, como elemento inseparable del derecho
mismo a la defensa, opera en cualquier tipo de proceso
en que el ciudadano se vea involucrado, consiste en
que las pruebas pertinentes sean admitidas y practicadas
por el Juez o Tribunal que no podría desconocer ni obs-
taculizar su efectivo ejercicio (STC 30/1986, de 20 de
febrero, FJ 8) sin que ello implique, por lo demás, «de-
sapoderar a los órganos jurisdiccionales de la compe-
tencia que les es propia para apreciar la pertinencia,
por relación al «thema decidendi», de las pruebas pro-
puestas, ni liberar a las partes de la carga de argumentar
la trascendencia de las que propongan. Pero basta con
que la inejecución sea imputable al órgano judicial y
la prueba impracticada sea decisiva en términos de
defensa para que, en principio, el supuesto quede cubier-
to por la garantía constitucional» (STC 59/1991, de 14
de marzo, FJ 2).

En suma, hemos dicho, «la lesión del derecho invo-
cado sólo se habrá producido si, en primer término, la
falta de práctica de la prueba es imputable al órgano
judicial y, en segundo término, si esa falta generó inde-
fensión material a los recurrentes en el sentido de que
este Tribunal aprecie, en los términos alegados en la
demanda de amparo, la relación de la práctica de la
prueba con los hechos que se quisieron probar y no
se probaron y la trascendencia de la misma en orden
a posibilitar una modificación del sentido del fallo» (STC
183/1999, de 11 de octubre, FJ 4; SSTC 170/1998,
de 21 de julio; 37/2000, de 14 de febrero; 246/2000,
de 16 de octubre, entre otras muchas).

3. En el presente supuesto, el Juzgado de Primera
Instancia núm. 1 de Lucena, que según consta acreditado
a la vista de las actuaciones (folio 43) en el acta del
juicio (verbal civil, núm. 117/95), de fecha 27 de junio
de 1996, había declarado pertinente la prueba propuesta
por el recurrente ordenando que se expidiese testimonio
de lo actuado en los autos de diligencias previas núm.
268/93, fundamenta la desestimación de la pretensión
deducida por el ahora recurrente —según puede leerse
en el párrafo cuarto del fundamento jurídico segundo
de la Sentencia recaída en los autos de juicio verbal
civil núm. 117/95]—, en que «los únicos datos que tene-
mos —se dice— acerca del modo de ocurrir los hechos
es la versión que de los mismos había dado el actor
en su escrito de demanda».

La actora, disconforme con la afirmación de que su
versión de los hechos sea el único soporte de su pre-
tensión, por cuanto en las actuaciones seguidas en las
diligencias previas núm. 268/93, consta el atestado rela-
tivo al accidente instruido por la Guardia Civil, con las
pertinentes declaraciones de ambos conductores, las
condiciones de la vía y el croquis levantado —elementos

todos de prueba que, sin tacha posible de subjetivismo,
podrían haber llevado a la estimación de la demanda
formulada en reclamación de cantidad— reitera en ape-
lación la solicitud de la prueba, aunque admitida no prac-
ticada en la instancia, sin resultado alguno pues, según
queda dicho, la Audiencia desestima el recurso sin haber
llegado a pronunciarse previamente respecto a la soli-
citud de prueba.

En el fundamento de derecho primero de la resolución
de la Audiencia Provincial de Córdoba, que desestima
el recurso de apelación civil interpuesto contra la dictada
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 1 de Lucena,
literalmente se dice que «la realidad es que no existe
en las actuaciones prueba clara y contundente que acre-
dite que la colisión se debió a culpa o negligencia de
la parte contraria y ante tan escaso por no decir nulo
bagaje probatorio la Juez de Instancia aplicó ortodoxa-
mente el art. 1124 del Código Civil y desestimó las pre-
tensiones del actor».

4. Pues bien, atendidos los pronunciamientos re-
caídos en primera y segunda instancia, a la luz de nuestra
jurisprudencia, en el presente caso, cabe concluir la exis-
tencia de una vulneración del derecho a la prueba ex
art. 24.2 CE.

El ahora demandante ha propuesto prueba, admitida
y no practicada. Esta constatación no llevaría más lejos
si la falta de práctica, en la instancia, y la falta de pro-
nunciamiento sobre la solicitud reiterada, en apelación,
no fuese imputable a la actuación del Juzgador o si,
aun en el caso de serlo, no se hubiese acreditado por
parte del ahora demandante la efectiva causación de
un perjuicio real y efectivo o, de otro modo, una inde-
fensión material.

En efecto, no podría imputarse al ahora recurrente
una conducta procesal falta de diligencia cuando —como
en el presente caso— el «quid» de la cuestión planteada
radica en la no práctica de prueba admitida y declarada
pertinente, de la que no es responsable el recurrente.
Las consecuencias, de derivarse alguna, únicamente
podrían imputársele al órgano judicial por cuanto, acor-
dada la expedición de testimonio de las diligencias incoa-
das, como consecuencia del accidente de tráfico, y no
obstante haberse tramitado en el mismo Juzgado en
que se ha seguido el proceso civil, las mismas no apa-
recen como era obligado en dicho proceso.

De otra parte, el recurrente, cumpliendo con la carga
que le corresponde (STC 1/1996, de 15 de enero, FJ
3), ha expuesto de forma convincente ante este Tribunal
la relevancia de la prueba no practicada al efecto de
la eventual estimación de una demanda que los órganos
judiciales dicen haber desestimado por falta de prueba.
A propósito, se ha de reiterar que, como es notorio,
«los órganos judiciales no pueden denegar una prueba
oportunamente propuesta por las partes, o dejar de prac-
ticarla si ésta es admitida, y luego fundar su decisión
en la falta de acreditación de los hechos cuya demos-
tración se intentaba obtener con la prueba omitida (SSTC
246/1994, de 19 de septiembre, FJ 5; 164/1996, de
28 de octubre, FJ 3; y 37/2000, de 24 de febrero,
FJ 4)» (STC 246/2000, de 16 de octubre, FJ 5).

Acreditado, pues, que la falta de práctica de la prueba
admitida y declarada pertinente resulta imputable al
órgano judicial y que la misma contenía elementos en
relación con los hechos que, sin que ello suponga pre-
juicio alguno sobre una valoración que pertenece a la
exclusiva función de los órganos judiciales, bien podían
haber resultado determinantes al efecto de la estimación
de la demanda, no queda ya sino constatar la vulneración
del derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes
para la defensa del art. 24.2 CE que se invoca en relación
con el art. 24.1 CE.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Francisco Peñal-
ver Vázquez y, en consecuencia:

1.o Reconocer al demandante el derecho a utilizar
los medios de prueba pertinentes para la defensa (art.
24.2 CE).

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia recaída en
apelación, con retroacción de las actuaciones, al efecto
de que la Audiencia Provincial de Córdoba de 30 de
diciembre de 1996, a fin de que se pronuncie sobre
la solicitud de práctica de la prueba admitida y no prac-
ticada en primera instancia, de conformidad con el con-
tenido constitucional del derecho amparado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de marzo de dos mil
uno.—Pedro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas
Baamonde.—Firmado y rubricado.

8410 Sala Segunda. Sentencia 74/2001, de 26 de
marzo de 2001. Recurso de amparo 691/97.
Promovido por el «Banco Hipotecario de Espa-
ña, S. A.», frente a la Sentencia de la Sala
Primera del Tribunal Supremo que resolvió la
cuestión de competencia territorial por inhi-
bitoria suscitada entre dos Juzgados de Pri-
mera Instancia de Madrid y Játiva, en un pro-
ceso de ejecución hipotecaria.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
sin indefensión: falta de emplazamiento a la
parte de un proceso civil, para comparecer
y ser oída en una cuestión de competencia
ante el Tribunal Supremo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 691/97, interpuesto
por «Banco Hipotecario de España, S.A.», representado
por el Procurador de los Tribunales don José Luis Pinto
Marabotto y con la asistencia letrada de doña María
Jesús González Díaz, contra la Sentencia pronunciada
por la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 14 de
noviembre de 1996, que resolvió la cuestión de com-
petencia territorial por inhibitoria núm. 1444/99, acu-
mulada a la núm. 1445/99, suscitada entre el Juzgado
de Primera Instancia núm. 31 de Madrid y el Juzgado
de Primera Instancia e Instrucción núm. 3 de Játiva. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el

Magistrado don Rafael de Mendizábal Allende, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. El Procurador de los Tribunales don José Luis
Pinto Marabotto, en escrito que presentó en el Registro
de este Tribunal el 20 de febrero de 1997, interpuso
recurso de amparo frente a la resolución judicial a que
se hace mérito en el encabezamiento. En la demanda
dice que el «Banco de Crédito a la Construcción, S.A.»,
por escritura autorizada el 18 de noviembre de 1981
ante el Notario de Valencia don Antonio Beaus Codes,
formalizó 39 préstamos a favor de «ERETA, S.A.», garan-
tizados con hipoteca de las distintas fincas que com-
ponían un edificio, sito en el núm. 16 de la avenida
de la Paz, en la localidad de Alcudia de Crespins. En
dicha escritura las partes, con renuncia a su propio fuero,
se sometieron expresamente a la competencia de los
Juzgados y Tribunales de Madrid para toda cuestión liti-
giosa que pudiera plantearse con relación a los prés-
tamos formalizados en dicho instrumento público. Pro-
ducido el incumplimiento de las obligaciones de pago
pactadas el «Banco Hipotecario de España, S.A.», que
por entonces ya se había fusionado, por absorción, con
el «Banco de Crédito a la Construcción, S.A.», previo
requerimiento notarial, formuló demanda de procedi-
miento de la Ley de 2 de diciembre de 1872 ante el
Juzgado de Primera Instancia núm. 31 de Madrid, el
cual ordenó librar exhorto al Juzgado de Primera Ins-
tancia de Játiva para requerimiento de pago y aperci-
bimiento de embargo de los bienes hipotecados. En este
momento la parte ejecutada planteó cuestión de com-
petencia territorial, por inhibitoria, ante el Juzgado de
Primera Instancia núm. 3 de Játiva, sosteniendo la com-
petencia del Juzgado de dicha localidad frente al de
Madrid que tramitaba el pleito principal. El Juzgado de
Játiva, previo informe del Ministerio Fiscal, estimó que
era competente y remitió los correspondientes oficios
inhibitorios al Juzgado de Primera Instancia núm. 31
de Madrid; el «Banco Hipotecario de España, S.A.», se
opuso, en tiempo y forma, mediante escritos de 3 de
diciembre de 1993 y de 24 de enero de 1994, a las
cuestiones de competencia planteadas.

Por su parte, el 25 de marzo de 1994, el Juez de
Primera Instancia núm. 31 de Madrid dictó Auto acor-
dando no haber lugar a inhibirse del conocimiento de
la ejecución hipotecaria seguida ante el mismo. En este
sentido adujo que, habiéndose suscitado el tema con
anterioridad, la Audiencia Provincial de Madrid, en Sen-
tencia de 26 de octubre de 1993, había resuelto que
no cabía aplicar por analogía al procedimiento regulado
en la Ley de 2 de diciembre de 1872 las normas de
la Ley Hipotecaria, sino las generales de la Ley de Enjui-
ciamiento Civil, por cuanto la analogía sólo es aplicable
a situaciones en que no existe regulación. Y acordó
comunicar dicha resolución al Juez requirente de inhi-
bición, interesando al mismo tiempo de dicho Juzgado
le contestara si le dejaba en libertad para continuar el
procedimiento o debían remitirse los autos al órgano
judicial superior correspondiente para la resolución de
la competencia. Así las cosas, el 28 de enero de 1997
se notifica al recurrente la providencia por la que se
tienen por recibidos los autos procedentes de la Sala
Primera del Tribunal Supremo, y resuelta la cuestión de
competencia por inhibitoria, mediante Sentencia de 14
de noviembre de 1996. Sin embargo el «Banco Hipo-
tecario de España, S.A.», no recibió la notificación de
la remisión de los autos al Tribunal Supremo ni fue empla-
zado para que en término de diez días se personara
ante el mismo. Así, la única comunicación que ha tenido
de la remisión de los autos ha sido, precisamente, la
providencia de 23 de enero de 1997, notificada el


